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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA


   Al  contestar refiérase

al oficio No. 11416
28 de setiembre, 2007

DAGJ-1208-2007

Señor

Olman Segura Bonilla

Rector

UNIVERSIDAD NACIONAL 

Estimado Señor:  

Asunto: Consulta sobre la forma en que el Fondo de Beneficio Social podrá hacer la administración de los fondos de cesantía.
Nos referimos a su oficio de fecha 03 de julio de 2007, mediante el cual consulta sobre la forma en que el Fondo de Beneficios Social -en adelante FBS-podrá administrar los fondos de cesantía. Como antecedente, se adjuntan dos dictámenes de la Procuraduría General de la República, el N° C-078-2007 del 15 de marzo de 2007, y el N° C-158-2007 del 24 de mayo de 2007 mediante el cual se amplía el primero. Dichos oficios determinan que el Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional sí puede válidamente administrar los fondos de cesantía aludidos, señalándose además que “en ausencia de una norma en contrario, los recursos de cesantía que administra el Fondo de Beneficio Social son fondos públicos propiedad de la UNA”, por lo cual consulta que:

“(…)si a pesar de seguir siendo fondos públicos los fondos de cesantía que se den en administración al Fondo de Beneficio Social, pueden estos válidamente depositarse en cuentas individuales y en consecuencia generar ganancias, intereses o réditos que igualmente se distribuyan a los trabajadores que así escojan el FBS, precisamente por seguir afectos al fin principal que es la cesantía”.
1. Sobre criterios de Procuraduría General de la República respecto del Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional

Los criterios de la Procuraduría General, y en específico el dictamen C-078-2007 del 15 de marzo de 2007 establece, respecto del inciso c) del artículo 2 de la Ley de Creación del Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional, N° 7673 del 19 de junio de 1997
 que:

“Dado el fin social del Fondo, de creación de bienestar socioeconómico y protección al trabajador, reafirmado a lo largo de la ley 7673, no está permitido considerar que ese ente tiene como único objeto colocar financieramente los recursos de la Universidad, recursos considerados anualmente. Nota la Procuraduría que ni en la Ley N° 7673 ni en la IV Convención Colectiva de Trabajo de la Universidad, se ha dispuesto que se trata exclusivamente del traslado de los recursos que corresponda a funcionarios cuya relación laboral pueda terminar en el año de que se trate. Por el contrario, los términos de las normas en cuestión -que están vigentes- permiten considerar que el traslado de recursos se autoriza para constituir un fondo de cesantía que corresponda a los funcionarios con nombramiento a plazo indefinido y que los aportes se harán hasta que finalice la relación de servicio de dichos trabajadores. En ese sentido, la Universidad presupuesta cada año recursos para el pago del auxilio de cesantía y de preaviso y que estos recursos son administrados por el Fondo, el cual en caso de ser necesario deberá tenerlos a la disposición de la Universidad. 
Observa la Procuraduría que a la época en que se adopta la Convención Colectiva que nos ocupa, se crearon diversos fondos dirigidos a promover el bienestar de los trabajadores. Algunos de estos fondos tienen origen en una Ley, sin embargo en muchos casos el legislador se limitaba a autorizar el aporte de la entidad pública, sin establecer otras normas más detalladas de la administración de esos recursos, permitiendo, empero, que parte de esos recursos se destinara a cesantía. Incluso en el caso del Fondo Patrimonios y Jubilaciones Universidad de Costa Rica, Ley N° 2076 de 15 de noviembre de 1956, reformada por la N° 4273 de 6 de diciembre de 1968, el legislador no establece que el aporte de la Universidad tendrá como objeto la constitución de un fondo de cesantía. No obstante, del Transitorio I se deriva que uno de los objetos del Fondo era la cesantía. Ello por cuanto se dispone que si el servidor no quiere cotizar para el Fondo, puede solicitar la devolución del capital aportado por él. El aporte de la Universidad queda hasta que termine el contrato de trabajo y se aplicará al pago de las prestaciones sociales, sea la cesantía. La regulación de otros fondos del sector público, producto en varios casos de normas distintas de la ley, tampoco presentan la rigurosidad técnica que se encuentra en la Leyes 6970 y 7391, pero eso no impide considerar que el aporte del ente público concernido no tenía como objeto el reconocimiento de cesantía”. (El subrayado es nuestro)
Posteriormente, el 24 de mayo de 2007, el dictamen N° C-158-2007 evacua la siguiente pregunta realizada por parte de la Universidad Nacional: 

“¿Es procedente que, a través de la negociación colectiva, la Universidad Nacional consienta en transformar los recursos depositados en el Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional para que los afiliados adquieran un derecho cierto sobre dichos recursos?”

Al respecto la Procuraduría General de la República amplía, en lo que interesa, lo siguiente:

“(…) Con el fin de responder la inquietud  debe repararse, en un primer momento, en que, tal y como se estableció en el dictamen C-78-2007, la facultad que actualmente asiste al Fondo de Beneficio Social y que le permite administrar los recursos de cesantía de sus afiliados, tiene su fundamento en el artículo 2, inciso c), de la Ley N° 7673 de 3 de junio de 1997 el cual reza: 

‘ARTICULO 2.-

Recursos 

El Fondo será financiado con los siguientes recursos: 

...c) El monto que la UNA presupueste anualmente para preaviso y auxilio de cesantía. Esta partida estará a disposición de la Universidad, cada vez que deba efectuar erogaciones por dichos conceptos...’

Propiamente, dicha norma permite al Fondo de Beneficio Social administrar los recursos de cesantía que le traslade la Universidad Nacional. No obstante, la norma es clara en señalar que dichos recursos deben permanecer a disposición de la Universidad. Esto con el propósito de que la Universidad pueda disponer, en cualquier momento, de dichos recursos para cancelar las prestaciones por preaviso y cesantía que correspondan. Se establece un límite en orden a la administración de los citados recursos de cesantía. En efecto, a pesar de la facultad que se otorga al Fondo de Beneficio Social para administrar los recursos de cesantía, la propia disposición impide que los recursos que así se administren salgan del dominio de la Universidad Nacional o que pierdan su carácter de fondos públicos. 

Esta tesis se refuerza por la lectura de los antecedentes legislativos de la Ley N° 7673. En este sentido, conviene llamar la atención sobre el hecho de que, en ocasión de una moción presentada por el Diputado Villalta Fernández para excluir el Fondo de Beneficio Social de la fiscalización de la Contraloría de la Universidad Nacional, se suscitó el debate sobre la naturaleza de los recursos de cesantía y preaviso destinados a ser administrados por el Fondo de Beneficio Social. 

La moción fue rechazada en la sesión extraordinaria N° 58 de la Comisión Permanente de Asuntos Sociales, celebrada el día 23 de abril de 1996, debido a que, desde la perspectiva de los señores diputados, los recursos de cesantía mantienen su condición de fondos públicos. Naturaleza que deriva del hecho de que el traslado de los mismos a favor del Fondo de Beneficio Social no excluye que dichos fondos deban mantenerse a disposición de la Universidad para cubrir sus obligaciones laborales. Debido a su claridad transcribimos la intervención del diputado Pacheco Fernández: 

‘Me preocupa un poco la moción. Puede ser que el Diputado Villalta Fernández tenga razón. Sin embargo, si vemos el artículo segundo en su inciso c) notamos que dentro de los fondos que se integran a este Fondo, está: ‘el monto correspondiente al Preaviso y Auxilio de Cesantía que anualmente presupueste la Universidad Nacional para tal fin. Esta partida estará a disposición de la Universidad cada vez que ésta deba efectuar erogaciones por dichos conceptos. 

Son fondos públicos, me imagino que el Fondo, en sí mismo tendrá todos los controles del caso, pero no me atrevería a unir mi voto para quitar un control de parte de la Universidad, mientras haya fondos que la Universidad debe tener disponibles para el cumplimiento de otras obligaciones legales.’ 

En la inteligencia del legislador, entonces, los recursos de cesantía que se trasladan anualmente al Fondo, constituyen siempre recursos de la Universidad Nacional; es decir recursos públicos. 

No escapa a esta Procuraduría la evidente diferencia que las regulaciones legales imponen al Fondo de Beneficio Social en relación con las Asociaciones Solidaristas y Cooperativas. Para estas entidades, la Ley de Asociaciones Solidaristas, en sus artículos 18 y 21,  y la Ley de Regulación Financiera de las Organizaciones Cooperativas, en su artículo 23, respectivamente, permiten crear, con el aporte del patrono, fondos para administrar la cesantía de sus afiliados. Cabe acotar que  los recursos existentes en estos fondos no son propiedad de la asociación, ni del patrono, sino del afiliado - incluso depositados en una cuenta individual - que los retirará una vez concluida la relación laboral (…)”. (El subrayado es nuestro)

2. Sobre el manejo de los fondos de cesantía por parte del Fondo de Beneficio Social de la Universidad Nacional

De importancia para evacuar la consulta planteada, esta Contraloría General de la República coincide con las siguientes dos aseveraciones realizadas por la Procuraduría General de la República. La primera consiste en que el FBS puede manejar fondos de cesantía, y la segunda es que esos fondos son públicos pues, de acuerdo a la Ley del FBS, su titular es la Universidad Nacional. 

De acuerdo a lo anterior, y analizada la Ley N° 7673 del 3 de junio de 1997, se echa de menos regulación respecto de cómo administrar los recursos del fondo de cesantía, razón por la cual esta Contraloría General considera que en ejercicio de la hermenéutica jurídica y siendo que los fondos que la Universidad Nacional traslada al FBS son fondos públicos, ellos deben administrarse en apego con el bloque de legalidad de la Hacienda Pública. Es decir aquellas normas -de carácter general- aplicables siempre que existan fondos públicos de por medio. Nos referimos pues a la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, N° 8131 del 18 de setiembre de 2001; la Ley General de Control Interno, N° 8292 del 31 de julio de 2002; la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N° 7428 del 26 de agosto de 1994, entre otras; así como aquellas normas técnicas, lineamientos, circulares y jurisprudencia generada por este órgano de fiscalización superior.

Según lo anterior, no es dable concluir que el FBS pueda manejar los fondos de cesantía tal y como lo hacen las asociaciones solidaristas o las cooperativas, pues ellas sí cuentan con una ley que no sólo las autoriza expresamente al efecto, sino que además indica los términos bajo los cuales deberá realizarse esa administración.

De la forma expuesta se deja evacuada su gestión, sin perjuicio de la fiscalización posterior que sobre el particular le compete a esta Contraloría General, según sus atribuciones constitucionales  y legales.

Atentamente,

Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente de División

	Licda Paula Serra Brenes
Gerente Asociada a.i.
	Lic. Gabriel Rodríguez Arias
Fiscalizador Asociado
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� ARTÍCULO 2.- Recursos. El Fondo será financiado con los siguientes recursos:


a) El monto correspondiente al dos y medio por ciento (2.5%) mensual que aportará la Universidad Nacional del total de salarios pagados mensualmente a sus trabajadores.


b) El aporte voluntario mínimo del dos y medio por ciento (2.5%) mensual del salario total afiliado.


c) El monto que la UNA presupueste anualmente para preaviso y auxilio de cesantía. Esta partida estará a disposición de la Universidad, cada vez que deba efectuar erogaciones por dichos conceptos.


d) Las donaciones u otros ingresos que el Fondo logre.


e) Las actividades comerciales sin fines de lucro, que estén reguladas y amparadas por el ordenamiento jurídico, y se orienten a fomentar y consolidar el bienestar socioeconómico de los afiliados y sus familias.








